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VS 

DIRECTOR DE RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS DE LA SINDICATURA 

MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE 

MEXICALI 

EXPEDIENTE: 290/2021 

SENTENCIA DEFINITIVA  
 

Mexicali, Baja California, catorce de marzo de dos mil 

veintitrés. 

SENTENCIA DEFINITIVA, que declara la validez de la 

resolución de fecha nueve de julio del dos mil veintiuno, emitida 

por el Director de Responsabilidades Administrativas de la 

Sindicatura Municipal del Ayuntamiento de Mexicali, en razón de 

que los motivos de inconformidad hechos valer por la parte 

actora resultan inoperantes por insuficientes. 

 GLOSARIO 

-Tribunal: Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California. 

-Juzgado: Juzgado Primero del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California, antes Primera Sala. 

-Director de Responsabilidades: Director de 

Responsabilidades Administrativas de la Sindicatura Municipal del 

Ayuntamiento de Mexicali. 

-Ley: Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California.  

-Ley de Responsabilidad: Ley de Responsabilidad Patrimonial 

para el Estado y Municipios de Baja California. 



 

-Ley General de Tortura: Ley General para Prevenir, Investigar 

y Sancionar la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes. 

TRÁMITE DEL JUICIO. 

I. Presentación. El trece de septiembre de dos mil veintiuno la 

parte actora presentó la demanda de nulidad (visible a fojas de 

la 01 a 027 de autos). 

II. Resoluciones impugnada. En el presente juicio se tiene 

como actos impugnados los siguientes: 

➢ La resolución contenida en el oficio número **********2, de fecha 

catorce de julio del dos mil veintiuno, emitido por el Director de 

Responsabilidades. 

➢ La resolución de fecha nueve de julio del dos mil veintiuno, 

emitida por el Director de Responsabilidades. 

III. Admisión. La demanda se admitió a trámite en acuerdo 

del dieciocho de octubre de dos mil veintiuno (visible a fojas 54 y 

55). 

IV. Contestación de demanda. Al juicio compareció a 

contestar la autoridad demandada Director de 

Responsabilidades en términos del escrito visible en autos a fojas 

de la 061 a 066.  

V. Cierre de instrucción. El tres de agosto de dos mil veintidós 

se tuvo por cerrada la instrucción conforme a lo dispuesto por el 

artículo 76 de la Ley. 

1. COMPETENCIA 

Este Juzgado es competente para conocer del presente 

juicio por razón de la materia, al promoverse en contra de una 

resolución definitiva emitida por una autoridad Municipal; de 



 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 26, fracción I de la 

Ley. 

Así también, este Juzgado es competente para conocer del 

presente juicio conforme a lo previsto en el artículo 26, último 

párrafo de la Ley, ya que el domicilio particular que señaló la 

parte actora se encuentra dentro de la circunscripción territorial. 

2. PROCEDENCIA. 

2.1. Sobreseimiento del juicio en relación primer acto 

impugnado. 

De autos se advierte que se tiene como uno de los actos 

impugnados en el presente juicio el siguiente: 

“La resolución contenida en el oficio número **********2, de fecha 

catorce de julio de dos mil veintiuno, emitido por el Director de 

Responsabilidades Administrativas”. 

La resolución impugnada antes citada, misma que obra en 

autos a fojas 038 y 039 no tiene el carácter de acto definitivo, lo 

que trae como consecuencia la actualización de la causal de 

improcedencia prevista en la fracción XI del artículo 54 en 

relación con el artículo 30 y por ende el sobreseimiento del mismo 

en términos de la fracción II del artículo 55, todos de la Ley, se 

explica. 

En primer término, es de señalarse que ante este Tribunal no 

es de tutela preventiva sino reparadora y se rige por el principio 

de decisión previa, es decir, previo a la presentación de la 

demanda, necesariamente debe existir la manifestación de la 

voluntad expresa (o ficta), y que sea definitiva de la 

administración pública, siendo esta manifestación la que en todo 

caso será materia de juicio. 



 

Ahora bien, en términos de lo dispuesto por los artículos 26, 

fracción I y 30 de la Ley (de subsecuente transcripción), los 

Juzgados del Tribunal son competentes para conocer de los 

juicios que se promuevan en contra de los actos o resoluciones 

definitivas de naturaleza administrativa emanados de 

autoridades estatales, municipales o de sus organismos 

descentralizados, cuando estos actúen como autoridades, que 

causen agravios a los particulares; y que son definitivos los actos 

o resoluciones que no puedan ser revocados o modificados, sino 

mediante recurso administrativo o medio de defensa previsto por 

la ley que rija el acto, o en el procedimiento contencioso 

administrativo.  

“ARTÍCULO 26. Los Juzgados de Primera Instancia del Tribunal son 

competentes para conocer de los juicios que se promuevan contra los 

actos o resoluciones definitivas siguientes: 

I. Los de carácter administrativo emanados de las Autoridades 

Estatales, Municipales o de sus Organismos Descentralizados, cuando 

éstos actúen como autoridades, que causen agravio a los particulares; 

H. Congreso del Estado de Baja California Dirección de Procesos 

Parlamentarios Coordinación de Editorial y Registro Parlamentario Ley 

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja California.  

[…]” 

ARTÍCULO 30. Para efectos de los artículos 26, 27, fracción II, 28 y 29 

de esta Ley, son definitivos los actos o resoluciones que no puedan ser 

revocados o modificados, sino mediante recurso administrativo o 

medio de defensa previsto por la ley que rija el acto, o en el proceso 

contencioso administrativo.” 

De acuerdo a lo dispuesto en los preceptos legales citados y 

lo argumentado en un principio de este capítulo, para la 

procedencia del juicio contencioso resulta necesario que exista 

una resolución emanada de una autoridad de la administración 



 

pública en uso de su función administrativa, que tenga el 

carácter de definitivo y que cause un agravio al particular a 

través de la cual se exteriorice, ya sea en forma expresa o ficta, 

la voluntad concluyente de la autoridad con efectos particulares 

y directos. 

Si no existe tal acto o resolución en el que se plasme la 

voluntad de la administración pública, el juicio resulta 

improcedente. 

Bajo esa tesitura, el acto materia de juicio administrativo 

debe generar efectos particulares y directos, esto es, que sea el 

propio acto el que cause una afectación real y no potencial a la 

esfera jurídica del actor, requisito que no se surte en la especie. 

Se colige, por tanto, que la acción contenciosa 

administrativa con cauce en el proceso que se sigue ante este 

Tribunal, no es una potestad plena contra todos los actos de la 

administración pública, dado que está constreñida a que, por un 

lado, afecten un derecho subjetivo del demandante, o en su 

caso, le ocasionen una lesión objetiva a su esfera jurídica y, por 

el otro, posean el carácter de definitivos. 

Pues bien, respecto de este último concepto, nuestro máximo 

tribunal de justicia constitucional, determinó en la tesis 2a. X/2003, 

publicada en la página 336, Tomo XVII, febrero de 2003, de la 

Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA. ‘RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS’. 

ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, 

PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL.", 

que la definitividad de los actos administrativos se puede 

expresar de dos formas: 



 

 a) Como última resolución dictada para poner fin a un 

procedimiento, y  

b) Como manifestación aislada que no requiere de un 

procedimiento que le anteceda para poder reflejar la última 

voluntad oficial. 

Si concatenamos la interpretación que acabamos de 

comentar, con el concepto de definitividad que se prevé en el 

artículo 30 de la Ley, puede arribarse a la conclusión de que para 

efectos de la procedencia de un juicio entablado ante este 

Tribunal, los actos administrativos impugnados deben reunir las 

siguientes condiciones: 

a) No ser actos de naturaleza intraprocesal, o siéndolo 

constituyan el fallo con que el proceso culmine; 

b) Siendo actos aislados (no fases de un proceso), 

constituyan la última voluntad de la administración pública; lo 

cual implica que sean susceptibles de modificarse sólo a 

instancia del particular a través de un medio de defensa.  

Del examen integral del acto impugnado visible en autos (de 

subsecuente transcripción) este Juzgador advierte que el Director 

de Responsabilidades únicamente informa al particular (parte 

actora) la existencia del “acuerdo de no admisión” mediante el 

cual se decidió no admitir la reclamación de responsabilidad 

patrimonial que interpuso, lo anterior sin que pase desapercibido 

la existencia de la constancia de notificación efectuada 

respecto a la resolución aludida en el párrafo transcrito. 

 “[…] 

Con fundamento en lo dispuesto en 109 fracción Il, último párrafo 

y 115, fracción I, primer párrafo de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, 92 apartado B Fracción I y apartado C de la 



 

Constitución Política del Estado libre y soberano de Baja California, así 

como los diversos 90, 91, 94, 95, 96 y 100 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, 3, fracción XXV, 9 fracción VI, 90, 91, 

94, 95, 96 y 100 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del 

Estado de Baja California; artículo 3, fracción V, 38, 39, 40 y 41 de la Ley 

de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de Baja 

California, 10 fracción I, 11 fracción XV del Reglamento Interno de la 

Sindicatura Municipal de Mexicali, Baja California; el suscrito 

LICENCIADO RAÚL URISTA GALLEGOS, Director de Responsabilidades 

Administrativas de la Sindicatura Municipal del XXIII Ayuntamiento de 

Mexicali y en atención al escrito inicial de reclamación signado por 

Usted, en el cual manifiesta presunta actividad administrativa irregular 

señalando como responsables a los CC. **********3 y **********3, quienes 

fueron miembros policiales de la Dirección de Seguridad pública 

Municipal del Ayuntamiento de Mexicali, Baja California, en razón de lo 

anterior me permito informarle que esta Autoridad decidió dictar 

ACUERDO DE NO ADMISIÓN de la reclamación de responsabilidad 

patrimonial, sobre el asunto que nos ocupa, así como los hechos 

reclamados forman parte del catálogo de actividades administrativas 

no consideradas como irregulares, y que no son objeto de regulación 

de conformidad con lo instaurado en el artículo 4, fracción IV de la Ley 

de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de Baja 

California por lo que de conformidad al Capítulo IV de la Ley de 

Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de Baja 

California, no resulta ser una actividad de la cual deba pronunciarse 

inicio de procedimiento por reclamación de responsabilidad 

patrimonial. […]” 

En ese contexto, se concluye que la resolución impugnada 

no reviste el carácter de acto administrativo definitivo para 

efectos de la procedencia del juicio contencioso administrativo, 

esto es, no constituyen la voluntad concluyente o final de la 

administración pública de tal suerte que sólo pudiese ser 

revocada o modificada a través de un medio de defensa en 

sede administrativa o jurisdiccional; si no que se trata de un oficio 



 

informativo, esto es, se limita a informar a la parte actora la 

existencia de una determinación diversa, la cual se encuentra 

señalada igualmente como impugnada en el presente juicio. 

De ahí que no puede considerarse como un acto definitivo 

sino de trámite ya que no envuelve un actuar positivo de una 

autoridad y, por ende, como un acto que perjudique la esfera 

jurídica del gobernado; pues aun cuando existe una voluntad 

manifiesta del Director de Responsabilidades, de informar a la 

parte actora que se dictó un acuerdo mediante el cual se 

determinó no admitir el requerimiento de reclamación por 

responsabilidad, no produce ninguna obligación jurídica 

respecto del particular. 

Luego entonces, no puede de forma independiente ser 

motivo de análisis de su legalidad, ya que, dada su naturaleza de 

ser emitido como resultado de un diverso acto de autoridad, no 

es el acto definitivo que directamente produce afectación o 

agravios a la esfera jurídica de la parte actora.  

En otras palabras, la actualización del daño trascendental y 

grave es lo resuelto en la resolución sin número de fecha nueve 

de julio de dos mil veintiuno, por el Director de Responsabilidades. 

En las relatadas condiciones, se actualiza la causal de 

improcedencia prevista por la fracción XI del artículo 54, en 

relación con el artículo 30, y con fundamento en el artículo 55, 

fracción II, todos de la Ley, se sobresee el juicio únicamente en 

contra del acto impugnado consistente en: 

“La resolución contenida en el oficio número **********2, de fecha 

catorce de julio del dos mil veintiuno, emitido por el Director de 

Responsabilidades.”. 

3. ESTUDIO DE LA CONTROVERSIA 



 

3.1 Planteamiento del problema. 

En la resolución de fecha nueve de julio de dos mil veintiunos 

emitida por el Director de Responsabilidades, se resolvió tener por 

no admitida la reclamación por responsabilidad solicitada por la 

parte actora el dos de julio de dos mil veintiuno, al determinarse 

que los hechos reclamados forman parte del catálogo de 

actividades administrativas que no son consideradas como 

irregulares y que no son objeto de regulación por la legislación de 

la materia a que corresponde la resolución impugnada. 

Asimismo, se ordenó turnar el escrito libre y anexos 

presentados por la parte actora a la Fiscalía Regional de Mexicali 

para los efectos correspondientes. 

En contra de dicha resolución, la parte actora manifestó 

esencialmente lo siguiente1: 

a) En su primer motivo de inconformidad, cita diversos 

preceptos contenidos en la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y en la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. 

Añade que al determinar la autoridad demandada una 

improcedencia fundada en el artículo 4, fracción IV de la Ley de 

Responsabilidad y al no oír los argumentos de defensa y pruebas 

ofrecidas, le frustra el debido acceso al derecho constitucional 

de obtener una reparación por los daños generados, por lo que 

 
1 Es menester señalar que en la presente resolución se omite la transcripción tanto de 

los motivos de inconformidad expresados por la parte actora así como de los argumentos 

defensivos expresados por la parte demandada por razones de economía procesal y 

técnica jurídica orientada a nuevos modelos de sentencia que se sustentan en principios 

de simplicidad, facilidad en la lectura y compresión; sin que con ello se infrinja norma legal 

alguna o se agravie a las partes, toda vez que no existe disposición jurídica que constriña a 

realizar tales transcripciones, además de que el artículo 107, fracción I, de la Ley, impone el 

deber de que las sentencias que dicte el Tribunal contengan la fijación clara y precisa de 

los puntos controvertidos, no así su reproducción, por lo que en la presente resolución se 

realizara el análisis sistemático y exhaustivo de todos los planteamientos hechos valer. 



 

violenta sus derechos humanos de debido proceso y acceso a la 

tutela jurisdiccional efectiva, en virtud de que lo solicitado.  

b) En su segundo motivo de informidad, señala que el artículo 

109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

contempla el derecho de los particulares a recibir una 

indemnización en razón de los daños ocasionados por el actuar 

irregular del Estado, por lo que al dictar la autoridad demandada 

la resolución impugnada, contraviene dicho precepto legal al 

someter a la parte actora a la obligación de agotar un 

procedimiento penal en contra de los servidores públicos que 

infligieron actos de tortura en contra del demandante. 

Añade que la premisa de la autoridad demandada 

consistente en que los hechos configurativos del delito de tortura 

deben ser investigados y sancionados por las autoridades 

correspondientes, tienen la finalidad de excusarse del 

conocimiento del procedimiento intentado en sede 

administrativa, cuando en realizada sin son materia de 

reclamación de responsabilidad patrimonial. 

Concluye con que no se actualiza el supuesto previsto en la 

fracción IV del artículo 4 de la Ley de Responsabilidades hecha 

valer en la resolución impugnada, puesto que en el caso en 

concreto resultan aplicables los diversos artículos 1, 2, 3, 5, 12, 

fracción IV, 13, fracción III, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27 y 

del 28 al 47, así como tercero transitorio, en relación con los 

artículos 1, 6, 8, fracción XLII y 10, fracciones I, II y XV del 

Reglamento Interno de la Sindicatura Municipal de Mexicali, Baja 

California, por lo que la autoridad demandada si es la 

competente para reconocer dicha reclamación. 

Así el problema jurídico a resolver trata sobre el siguiente 

cuestionamiento: 



 

¿Los motivos de inconformidad hechos valer por la parte 

actora son suficientes para declarar la nulidad de la resolución 

impugnada? 

Los motivos de inconformidad hechos valer son inoperantes 

por insuficientes en razón lo siguiente. 

Si bien la parte actora manifiesta que la fundamentación 

contenida en la resolución impugnada consistente en el artículo 

4, fracción IV de la Ley de Responsabilidades violenta sus 

derechos humanos de debido proceso y acceso a la tutela 

jurisdiccional efectiva al no admitir su reclamación por 

responsabilidad, lo cierto es, que no se advierte un argumento 

tendente a atacar tal fundamento legal y consideración en que 

se sustenta el sentido del fallo.  

En efecto, los motivos de inconformidad en análisis en nada 

aducen en relación a los fundamentos y motivos esgrimidos en la 

resolución impugnada, puesto que únicamente se limita a 

señalar que existe una violación a los derechos humanos 

consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, sin que en momento alguno precise y señale en base 

a qué ley o reglamento la autoridad demandada tenía la 

obligación y responsabilidad de admitir dicha reclamación de 

responsabilidad. 

Las consideraciones y razonamiento que argumentó el 

Director de Responsabilidades para señalar su incompetencia 

debieron de combatirse y señalar porque esos argumentos son 

contrarios a los derechos humanos consagrados en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano. 

Ahora, si la parte demandante no expuso los razonamientos 

jurídicos tendentes a combatir los razonamientos y fundamentos 

expuestos por la autoridad demandada en el acto impugnado, 



 

es patente que la sola expresión de los hechos y afirmaciones 

categóricas de lo pretendido no son suficientes para que opere 

en su favor la causa de pedir. 

En ese contexto, si bien hace alusión a diversos artículos 

constitucionales, de convenciones internacionales en materia de 

derechos humanos, de la Ley de Responsabilidades y del 

Reglamento Interno de la Sindicatura Municipal de Mexicali, Baja 

California, de manera genérica, lo cierto es que tal y como se 

expuso previamente, el demandante se limita únicamente a citar 

dichos artículos, pero sin expresar un verdadero argumento 

específico y concreto del porqué o de qué modo el dictado del 

acto reclamado se vincula con ellos. 

Por lo tanto, dichas fuentes no constituyen verdaderos 

argumentos de conceptos de violación, lo anterior puesto que 

no implica que el Juzgado esté obligado a emprender una 

ociosa exposición del porqué no se trastoca cada una de las 

porciones normativas genéricamente plasmadas. 

Lo anterior debe entenderse así puesto que de tomarse una 

decisión contraria a lo antes expuesto sería contraria a los 

objetivos de contribuir a una justicia pronta, completa y expedita 

en términos del artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, que no por el hecho de garantizar el 

derecho de acceso a la justicia o a la tutela judicial efectiva, 

presupone una simple labor de reiteración injustificada del 

sentido de las normas que integran el sistema jurídico respectivo, 

puesto que lo importante es alcanzar una resolución cuya 

exhaustividad comprenda la materia de la litis. 

Reiterando lo expuesto con anterioridad, debe decirse que 

las sentencias están investidas de una presunción de validez que 

debe ser destruida.  



 

Por tanto, cuando lo expuesto por la parte actora es 

ambiguo y superficial (siendo en el caso en concreto, superficial 

en razón de que únicamente citó diversos preceptos legales), en 

tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de 

ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en 

cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la 

medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o 

argumentos y al porqué de su reclamación2. 

Por lo antes expuesto es que este Juzgador no cuenta con 

elementos para declarar alguna causa de nulidad en ejercicio 

de la potestad de oficio que la Ley la confiere. 

Resultan aplicables al caso de estudio, las Tesis de 

Jurisprudencia del Cuarto Tribunal Colegiado del Primer Circuito, 

que a la letra dice: 

“AGRAVIOS INSUFICIENTES. Cuando en los agravios aducidos por 

la recurrente no se precisan argumentos tendientes a demostrar la 

ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos legales y 

consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone 

confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios agravios. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL QUINTO CIRCUITO. 

Descripción de Precedentes: 

Amparo en revisión 254/91. Clemente Córdova Hazard. 11 de 

febrero de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Adán Gilberto 

Villarreal Castro. Secretario: Arturo Ortegón Garza. 

Amparo en revisión 112/92. Jorge Verdugo Sánchez. 23 de junio de 

1992. Unanimidad de votos. Ponente: Alicia Rodríguez Cruz. Secretario: 

Arturo Ortegón Garza. 

 
2 Criterio que se robustece en términos de lo contenido en la jurisprudencia I.4o.A. 

J/48 de los Tribunales Colegiados de Circuito con número de registro 173593, consultable 

en la página 2121 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta correspondiente al 

mes de enero de dos mil siete, tomo XXV.  



 

Recurso de queja 29/93. Molino Unión del Yaqui, S.A. de C.V. 9 de 

julio de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez. 

Secretario: Ernesto Encinas Villegas. 

Recurso de queja 35/93. Inmobiliaria Muysa, S.A. de C.V. 5 de 

agosto de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez. 

Secretaria: Edna María Navarro García. 

Amparo en revisión 174/94. Bancomer, S.A. 12 de julio de 1994. 

Unanimidad de votos. Ponente: Alicia Rodríguez Cruz. Secretario: Juan 

Carlos Luque Gómez. 

Jurisprudencia, Clave de Publicación: V.2o. J/105, Sala o Tribunal 

emisor: Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, Materia: 

Común, Fuente de Publicación: Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Volumen: 81, Septiembre de 1994, Página: 66. 

“AGRAVIOS INSUFICIENTES. Este Tribunal Pleno hace suyo el criterio 

sustentado por la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, en la jurisprudencia publicada con el número 321, en la 

página 538 de la Tercera Parte del Apéndice al Semanario Judicial de 

la Federación de 1917 a 1975, que dice: Cuando en los agravios 

aducidos por la recurrente no se precisan argumentos tendientes a 

demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos 

legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se 

impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios 

agravios. 

Época: Séptima Época; Registro: 232447; Instancia: Pleno; Tipo de 

Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen 

157-162, Primera Parte; Materia(s): Común; Tesis: y Página: 14.” 

“AGRAVIOS INOPERANTES. Resultan inoperantes los agravios 

cuando en ellos nada se aduce en relación con los fundamentos 

esgrimidos en la sentencia recurrida, ni se pone de manifiesto el porqué, 

en concepto del inconforme, es indebida la valoración que de las 

pruebas hizo el Juez a quo. 

 SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 



 

Amparo en revisión 263/89. Pedro Bermúdez Huerta. 10 de enero 

de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. 

Secretaria: María Cristina Torres Pacheco. 

Amparo en revisión 131/2001. José Luis Ayala Espinoza. 13 de junio 

de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Ceja Villaseñor. 

Secretaria: Lucía Elena Higareda Flores. 

Amparo en revisión 304/2001. Bancomer, S.A., Institución de Banca 

Múltiple Grupo Financiero. 24 de octubre de 2001. Unanimidad de 

votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: Norma Navarro 

Orozco. 

Incidente de suspensión (revisión) 459/2002. Efraín Vázquez Mora. 

29 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Ceja 

Villaseñor. Secretaria: María Cristina Pérez Pintor. 

Amparo en revisión (improcedencia) 324/2004. Gasolinera Servicio 

Yurécuaro, S.A de C.V. 18 de agosto de 2004. Unanimidad de votos. 

Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: Libertad Rodríguez 

Verduzco. 

Época: Novena Época; Registro: 180410; Instancia: Tribunales 

Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XX, Octubre de 2004; 

Materia(s): Común; Tesis: XI.2o. J/27; y Página: 1932.” 

VISTA A LA FISCALÍA ESPECIALIZADA EN DELITOS CONTRA LA 

TORTURA, POR EL POSIBLE DELITO DE TORTURA EN CONTRA DE LA 

PARTE ACTORA. 

En el caso de estudio, como ya se señaló líneas anteriores el 

acto que se pretende impugnar es el siguiente: 

➢ La resolución de fecha nueve de julio de dos mil veintiuno, 

emitido por el Director de Responsabilidades. 

Del análisis de dicho acto y de los documentos agregados 

en autos, se advierte que el demandante argumentó que 

diversos servidores públicos lo golpearon en diversas ocasiones, 

manifestando que lo torturaron. 



 

Ante esos hechos este Juzgador analizara la Ley General de 

Tortura, específicamente los siguientes artículos 1, 3, 7, 9, 24, 33, 

93 y 94: 

“Artículo 1.- La presente Ley es de orden público, interés social y 

observancia general en todo el territorio nacional.  

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, deberán 

promover, respetar, proteger y garantizar en todo momento el derecho 

de toda persona a que se respete su integridad personal, 

protegiéndosele contra cualquier acto de tortura y otros tratos o penas 

crueles, inhumanos o degradantes. 

[…] 

Artículo 3.- La aplicación de la presente Ley corresponde a las 

autoridades de los tres órdenes de gobierno en el ámbito de sus 

respectivas competencias, y se interpretará de conformidad con la 

Constitución y el derecho internacional, favoreciendo en todo tiempo 

la protección más amplia de los derechos de las personas Víctimas de 

tortura. 

Artículo 7.- El delito de tortura se investigará y perseguirá de oficio, 

por denuncia o vista de autoridad judicial. 

[…] 

Artículo 9.- No constituyen causas de exclusión del delito de tortura 

la obediencia a órdenes o instrucciones de un superior jerárquico que 

dispongan, autoricen o alienten la comisión de este delito. 

[…] 

Artículo 24.- Comete el delito de tortura el Servidor Público que, 

con el fin de obtener información o una confesión, con fines de 

investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo 

personal, como medio de coacción, como medida preventiva, o por 

razones basadas en discriminación, o con cualquier otro fin:  

I. Cause dolor o sufrimiento físico o psíquico a una persona; 



 

II. Cometa una conducta que sea tendente o capaz de disminuir 

o anular la personalidad de la Víctima o su capacidad física o 

psicológica, aunque no le cause dolor o sufrimiento, o  

III. Realice procedimientos médicos o científicos en una persona 

sin su consentimiento o sin el consentimiento de quien legalmente 

pudiera otorgarlo. 

[…] 

Artículo 33.- El delito de tortura se investigará y perseguirá de 

oficio, por denuncia, noticia o vista de la autoridad judicial.  

La vista judicial tendrá por efecto que la autoridad competente 

inicie la investigación del delito de tortura en términos de lo dispuesto 

en la presente Ley y en el Código Nacional de Procedimientos Penales.  

En el caso de que la autoridad que tenga conocimiento de los 

hechos constitutivos del delito de tortura no tenga competencia para 

iniciar la investigación, ésta deberá remitir el asunto de manera 

inmediata y por cualquier medio, a las Fiscalías Especializadas 

competentes.  

Todo Servidor Público que tenga conocimiento de la comisión del 

delito de tortura tiene la obligación de denunciarlo de manera 

inmediata ante las autoridades competentes. 

[…] 

Artículo 93.- Las Víctimas del delito de tortura tienen derecho a ser 

reparadas integralmente conforme a las medidas de restitución, 

rehabilitación, compensación, satisfacción y medidas de no repetición, 

en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica, en 

términos de la Ley General de Víctimas. 

[…] 

Artículo 94.- Las entidades federativas, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, son responsables de asegurar la reparación 

del daño a la Víctima del delito de tortura, cuando sean responsables 

sus Servidores Públicos o particulares bajo la instigación, autorización o 

consentimiento de éstos.  



 

La Federación será responsable subsidiaria para asegurar, con 

cargo al Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral, la 

reparación del daño causado a la Víctima del delito de tortura, 

cuando la entidad federativa no haya reparado en un plazo de treinta 

días naturales a partir de que se haya requerido por la Víctima la 

reparación del daño, o bien cuando la entidad federativa lo solicite 

por escrito en caso de no contar con disponibilidad de recursos, y se 

comprometa a resarcir al Fondo en un plazo determinado.  

En caso de que los recursos del Fondo no sean resarcidos, la 

Comisión Ejecutiva ejercerá el derecho de repetir contra la entidad 

federativa y contra quienes hayan cometido el delito. Las entidades 

federativas y la Federación, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, instrumentarán programas de atención a Víctimas de 

tortura, con especial énfasis en Víctimas de tortura que se encuentran 

privadas de su libertad.” 

De la Ley General de Victimas, en sus artículos 61, 62, 64, 65 y 

73 señalan lo siguiente: 

Artículo 61. Las víctimas tendrán derecho a la restitución en sus 

derechos conculcados, así como en sus bienes y propiedades si hubieren 

sido despojadas de ellos. Las medidas de restitución comprenden, según 

corresponda:  

I. Restablecimiento de la libertad, en caso de secuestro o desaparición 

de persona; Fracción reformada  

II. Restablecimiento de los derechos jurídicos;  

III. Restablecimiento de la identidad;  

IV. Restablecimiento de la vida y unidad familiar;  

V. Restablecimiento de la ciudadanía y de los derechos políticos;  

VI. Regreso digno y seguro al lugar original de residencia u origen;  

VII. Reintegración en el empleo, y  

VIII. Devolución de todos los bienes o valores de su propiedad que 

hayan sido incautados o recuperados por las autoridades incluyendo sus 

frutos y accesorios, y si no fuese posible, el pago de su valor actualizado. Si 



 

se trata de bienes fungibles, el juez podrá condenar a la entrega de un 

objeto igual al que fuese materia de delito sin necesidad de recurrir a 

prueba pericial.  

En los casos en que una autoridad judicial competente revoque una 

sentencia condenatoria, se eliminarán los registros de los respectivos 

antecedentes penales. 

Artículo 62. Las medidas de rehabilitación incluyen, entre otras y según 

proceda, las siguientes:  

I. Atención médica, psicológica y psiquiátrica especializadas;  

II. Servicios y asesoría jurídicos tendientes a facilitar el ejercicio de los 

derechos de las víctimas y a garantizar su disfrute pleno y tranquilo;  

III. Servicios sociales orientados a garantizar el pleno restablecimiento 

de los derechos de la víctima en su condición de persona y ciudadana;  

IV. Programas de educación orientados a la capacitación y formación 

de las víctimas con el fin de garantizar su plena reintegración a la sociedad 

y la realización de su proyecto de vida;  

V. Programas de capacitación laboral orientados a lograr la plena 

reintegración de la víctima a la sociedad y la realización de su proyecto de 

vida, y  

VI. Todas aquellas medidas tendientes a reintegrar a la víctima a la 

sociedad, incluido su grupo, o comunidad.  

Artículo 63. Cuando se otorguen medidas de rehabilitación se dará un 

trato especial a los niños y niñas víctimas y a los hijos de las víctimas y a 

adultos mayores dependientes de éstas. 

Artículo 64. La compensación se otorgará por todos los perjuicios, 

sufrimientos y pérdidas económicamente evaluables que sean 

consecuencia de la comisión de los delitos a los que se refiere el artículo 68 

de este ordenamiento o de la violación de derechos humanos, incluyendo 

el error judicial, de conformidad con lo que establece esta Ley y su 

Reglamento. Estos perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros y 

como mínimo:  

I. La reparación del daño sufrido en la integridad física de la víctima;  



 

II. La reparación del daño moral sufrido por la víctima o las personas 

con derecho a la reparación integral, entendiendo por éste, aquellos 

efectos nocivos de los hechos del caso que no tienen carácter económico 

o patrimonial y no pueden ser tasados en términos monetarios. El daño moral 

comprende tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las víctimas 

directas e indirectas, como el menoscabo de valores muy significativos para 

las personas y toda perturbación que no sea susceptible de medición 

pecuniaria;  

III. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados o lucro cesante, 

incluyendo el pago de los salarios o percepciones correspondientes, 

cuando por lesiones se cause incapacidad para trabajar en oficio, arte o 

profesión;  

IV. La pérdida de oportunidades, en particular las de educación y 

prestaciones sociales; 

V. Los daños patrimoniales generados como consecuencia de delitos 

o violaciones a derechos humanos; 

VI. El pago de los gastos y costas judiciales del Asesor Jurídico cuando 

éste sea privado;  

VII. El pago de los tratamientos médicos o terapéuticos que, como 

consecuencia del delito o de la violación a los derechos humanos, sean 

necesarios para la recuperación de la salud psíquica y física de la víctima, y  

VIII. Los gastos comprobables de transporte, alojamiento, 

comunicación o alimentación que le ocasione trasladarse al lugar del juicio 

o para asistir a su tratamiento, si la víctima reside en municipio o delegación 

distintos al del enjuiciamiento o donde recibe la atención.  

Las normas reglamentarias aplicables establecerán el procedimiento y 

el monto de gasto comprobable mínimo que no deberá ser mayor al 

veinticinco por ciento del monto total.  

La compensación subsidiaria a las víctimas de los delitos señaladas en 

el artículo 68 de esta Ley, consistirá en apoyo económico cuya cuantía 

tomará en cuenta la proporcionalidad del daño y los montos señalados en 

el artículo 67 de este ordenamiento.  



 

En los casos de la fracción VIII, cuando se hayan cubierto con los 

Recursos de Ayuda, no se tomarán en consideración para la determinación 

de la compensación. 

La Comisión Ejecutiva o las Comisiones de víctimas, según corresponda, 

expedirán los lineamientos respectivos a efecto de que a la víctima no se le 

cause mayores cargas de comprobación. 

Artículo 65. Todas las víctimas de violaciones a los derechos humanos 

serán compensadas, en los términos y montos que determine la resolución 

que emita en su caso:  

a) Un órgano jurisdiccional nacional;  

b) Un órgano jurisdiccional internacional o reconocido por los Tratados 

Internacionales ratificados por México;  

c) Un organismo público de protección de los derechos humanos;  

d) Un organismo internacional de protección de los derechos humanos 

reconocido por los Tratados Internacionales ratificados por México, cuando 

su resolución no sea susceptible de ser sometida a la consideración de un 

órgano jurisdiccional internacional previsto en el mismo tratado en el que se 

encuentre contemplado el organismo en cuestión.  

Lo anterior sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y 

administrativas que los mismos hechos pudieran implicar y conforme lo 

dispuesto por la presente Ley.  

En los casos de víctimas de delitos se estará a lo dispuesto en los montos 

máximos previstos en el artículo 67. 

[…] 

Artículo 73. Las medidas de satisfacción comprenden, entre otras y 

según corresponda:  

I. La verificación de los hechos y la revelación pública y completa de 

la verdad, en la medida en que esa revelación no provoque más daños o 

amenace la seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los 

testigos o de personas que han intervenido para ayudar a la víctima o para 

impedir que se produzcan nuevos delitos o nuevas violaciones de derechos 

humanos;  



 

II. La búsqueda de las personas desaparecidas y de los cuerpos u 

osamentas de las personas asesinadas, así como la ayuda para 

recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo explícito o 

presunto de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comunidad;  

III. Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la 

dignidad, la reputación y los derechos de la víctima y de las personas 

estrechamente vinculadas a ella;  

IV. Una disculpa pública de parte del Estado, los autores y otras 

personas involucradas en el hecho punible o en la violación de los derechos, 

que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de 

responsabilidades;  

V. La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los 

responsables de las violaciones de derechos humanos, y  

VI. La realización de actos que conmemoren el honor, la dignidad y la 

humanidad de las víctimas, tanto vivas como muertas. 

De la Ley Orgánica de la Fiscalía, en su artículo 9, fracción I, 

inciso o, señala lo siguiente: 

“Artículo 9. Estructura orgánica. La Fiscalía General del Estado 

estará integrada para su funcionamiento y despacho de los asuntos que 

le competen, por los siguientes órganos: 

I. Fiscalía Central, misma que se integra a su vez por: 

[…] 

o. Fiscalía Especializada en Delitos Contra la Tortura.” 

Del Reglamento de la Ley Orgánica de la Fiscalía, en su 

artículo 55, señala lo siguiente: 

“Articulo 55.- La Fiscalía Especializada en la Investigación del Delito 

de Tortura, es la Unidad Administrativa bajo la coordinación de la 

Fiscala Central que aplica el principio de especialización y estará a 

cargo de integrar y coordinar de manera pronta y expedita con estricto 

apego a derecho, las carpetas de investigación que se inicien en virtud 

de los delitos señalados en la Ley General para Prevenir, Investigar y 

Sancionar la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 



 

Degradantes en términos de los artículos 22 y 55 de la misma, y realizar 

las acciones que correspondan para obtener la sanción de estos ilicitos 

y la reparación integral del daño a las víctimas. 

Estará encabezada por un Fiscal Especializado, con carácter de 

Agente del Ministerio Público, quien tendrá para el despacho de los 

asuntos, competencia en los municipios de Tijuana, Tecate, Mexicali, 

Ensenada y Playas de Rosarito y presencia en los municipios que se 

requieran conforme al presupuesto autorizado y a la necesidad de sus 

funciones, bajo la instauración de Direcciones Regionales, 

Esta Fiscalía Especializada se integrará cuando menos con el 

personal sustantivo Policial, 

Pericial y Agentes del Ministerio Público, que se asigne o comisione 

del personal de la Fiscalía 

Central y demás servidores públicos que se requieran para el 

ejercicio de sus funciones. 

Asimismo, el Titular de esta Fiscalía Especializada con la 

aprobación del Fiscal Central del Estado podrá añadir o suprimir 

Unidades de Investigación de acuerdo con las necesidades del servicio 

y de las posibilidades de la Institución de acuerdo con sus facultades, 

por lo que únicamente las modificaciones a la estructura 

organizacional que incidan en el presupuesto de la unidad orgánica a 

su cargo deberán ser sometidas a consideración del Fiscal General par 

conducto de la Oficialía Mayor.” 

Asimismo, las tesis que a continuación se transcriben: 

TORTURA. OBLIGACIONES DE LA AUTORIDAD CUANDO UNA PERSONA 

MANIFIESTA HABERLA SUFRIDO O SE TENGAN DATOS DE LA MISMA. 

Cuando la autoridad tenga conocimiento de la manifestación de 

que una persona ha sufrido tortura o cuando tenga datos de la misma, 

deberá, inmediatamente y de oficio, dar vista al ministerio público para 

que inicie una investigación de manera independiente, imparcial y 

meticulosa. Dicha investigación tiene como finalidad determinar el origen 

y naturaleza de la afectación a la integridad personal de quien alega la 

tortura, e identificar y procesar a las personas responsables. Cuando, 



 

dentro de un proceso, una persona alegue que su declaración fue 

obtenida mediante coacción, las autoridades deben verificar la 

veracidad de dicha denuncia a través de una investigación diligente. 

Asimismo, el hecho que no se hayan realizado oportunamente los 

exámenes pertinentes para determinar la existencia de tortura no exime 

a las autoridades de la obligación de realizarlos e iniciar la investigación 

respectiva; tales exámenes deben hacerse independientemente del 

tiempo transcurrido desde la comisión de la tortura. Por tanto, esta Primera 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera relevante 

destacar que, con independencia de la obligación de los órganos de 

legalidad o control constitucional, en torno al reconocimiento y 

protección del derecho humano de integridad personal y la prohibición 

de la tortura como derecho absoluto, subsistirá en todo momento la 

obligación de instruir su investigación conforme a los estándares 

nacionales e internacionales para deslindar responsabilidades y, en su 

caso, esclarecerla como delito, con fundamento en los artículos 21 de la 

Constitución Federal, 1, 3, 6 y 8, de la Convención Interamericana para 

Prevenir y Sancionar la Tortura, así como 1o., 3o. y 11o. de la Ley Federal 

para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

Amparo en revisión 703/2012. 6 de noviembre de 2013. Cinco votos 

por la concesión del amparo de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 

José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez 

Cordero de García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Mayoría de 

tres votos por el amparo liso y llano de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 

Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García 

Villegas. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Encargado del 

engrose: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda 

Velázquez. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de mayo de 2014 a las 10:06 horas en 

el Semanario Judicial de la Federación. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación; Registro digital: 2006483; 

Instancia: Primera Sala; Décima Época; Materias(s): Constitucional, Penal; 

Tesis: 1a. CCVII/2014 (10a.); Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación. Libro 6, Mayo de 2014, Tomo I, página 561; Tipo: Aislada. 



 

De los artículos antes transcritos y tesis se puede observar 

en lo que aquí interesa lo siguiente: 

Que la Ley General de Tortura, es una Ley de orden 

público, interés social y observancia general en todo el territorio 

nacional y su aplicación corresponde a las autoridades de los 

tres órdenes de gobierno en el ámbito de sus respectivas 

competencias, y se interpretará de conformidad con la 

Constitución y el derecho internacional, favoreciendo en todo 

tiempo la protección más amplia de los derechos de las 

personas Víctimas de tortura; por tanto, es obligatoria para este 

Juzgado y el Director de Responsabilidades.  

Que comete el delito de tortura el Servidor Público que, 

con el fin de obtener información o una confesión, con fines de 

investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo 

personal, como medio de coacción, como medida preventiva, 

o por razones basadas en discriminación, o con cualquier otro 

fin cause dolor o sufrimiento físico o psíquico a una persona. 

Que el delito de tortura se investigará y perseguirá de 

oficio, por denuncia o vista de autoridad judicial; sin embargo, 

si una autoridad que tenga conocimiento de los hechos 

constitutivos del delito de tortura no tenga competencia para 

iniciar la investigación, ésta tiene la obligación de remitir el 

asunto de manera inmediata y por cualquier medio, a las 

Fiscalías Especializadas competentes; que en este caso es la 

Fiscalía Especializada en Delitos Contra la Tortura. 

Que las víctimas del delito de tortura serán compensadas, en 

los términos y montos que determine la resolución que emita en 

su caso:  

a) Un órgano jurisdiccional nacional;  



 

b) Un órgano jurisdiccional internacional o reconocido por los Tratados 

Internacionales ratificados por México;  

c) Un organismo público de protección de los derechos humanos;  

d) Un organismo internacional de protección de los derechos 

humanos reconocido por los Tratados Internacionales ratificados por 

México. 

Reparándose integralmente conforme a las medidas de 

restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y 

medidas de no repetición, en sus dimensiones individual, 

colectiva, material, moral y simbólica, en términos de la Ley 

General de Víctimas. 

Que las entidades federativas, en el ámbito de sus 

respectivas competencias, son responsables de asegurar la 

reparación del daño a la Víctima del delito de tortura, cuando 

sean responsables sus Servidores Públicos o particulares bajo la 

instigación, autorización o consentimiento de éstos.  

Por todo lo antes expuesto y toda vez que la Ley de Tortura, 

es obligatoria para este Juzgado, y de que se tiene 

conocimiento de hechos posibles constitutivos del delito de 

tortura [castigo personal causado por servidores públicos con 

el fin de causar dolor o sufrimiento físico o psíquico a una 

persona], aunado a que este Tribunal no tiene competencia 

para iniciar la investigación correspondiente, en términos de los 

artículos 2, 26 y 27 de la Ley, y no tener certeza que el Director 

de Responsabilidades dio vista a la Fiscalía Especializada en 

Delitos Contra la Tortura, por el posible delito de tortura, con 

fundamento en el artículo 3 de la Ley de Tortura, se ordena dar 

vista a dicha Fiscalía con copia certificada del presente juicio. 

EN CUANTO AL NO ANÁLISIS DE FONDO. 



 

Por último, se le hace saber a la parte actora que, si se 

demuestra la existencia de tortura, será compensada, en los 

términos y montos que determine la resolución que emita en su 

caso la Fiscalía Especializada en Delitos Contra la Tortura, 

conforme a las medidas de restitución, rehabilitación, 

compensación, satisfacción y medidas de no repetición, en sus 

dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica, en 

términos de la Ley General de Víctimas. 

Asimismo, que la Fiscalía Especializada en Delitos Contra la 

Tortura, es en su caso, la autoridad competente para conocer 

del reclamo que hizo en sede administrativa de conformidad 

con los artículos 1, 3, 7, 9, primer párrafo, 24, fracción I, 33, 93 y 

94 de la Ley General de Tortura, artículo 9, fracción I, inciso o, 

de la Ley Orgánica de la Fiscalía y artículo 55 del Reglamento 

de la Ley Orgánica de la Fiscalía.  

VALIDEZ. 

Consecuentemente, al determinarse que los motivos de 

inconformidad hechos valer resultan inoperantes por 

insuficientes, con fundamento en el artículo 109, fracción I de la 

Ley, se declara la validez de la resolución impugnada en el 

presente juicio. 

R E S O L U T I V O S: 

PRIMERO. Se decreta el sobreseimiento del presente juicio 

contencioso administrativo con fundamento en el artículo 55 

fracción II, en relación con el numeral 54, fracción XI, en 

correlación con el numeral, 30, todos de la Ley; porque el oficio 

**********2, constituye un acto de trámite no definitivo que prive 

de derechos al demandante.  



 

SEGUNDO. Se declara la validez de la resolución impugnada 

de fecha nueve de julio del dos mil veintiuno, emitida por el 

Director de Responsabilidades. 

TERCERO. Ante los hechos constitutivos de un posible delito 

de tortura se ordena dar vista a la Fiscalía Especializada en Delitos 

Contra la Tortura, con copia certificada de los autos del 

expediente registrado ante este Juzgado bajo número 290/2021. 

Notifíquese por boletín jurisdiccional a las partes. 

Así lo resolvió el Primer Secretario de Acuerdos del Juzgado 

Primero del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, Roberto Alfonso Vidrio Rodríguez, designado mediante 

Acuerdo de Pleno de este órgano jurisdiccional de fecha siete de 

febrero de dos mil veintitrés, quien actúa en funciones de Juez 

Titular por ministerio de Ley en términos de lo dispuesto por el 

artículo 12 de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa 

de Baja California; quien firma ante la presencia del Secretario de 

Acuerdos, Héctor Hernández Estrada, quien autoriza y da fe. 
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ELIMINADO: Nombre del actor en foja 1 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Numero de oficio en foja 2, 3, 8 y 27 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  

ELIMINADO: Nombre de terceros en foja 7 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Baja California, 171, párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento contiene datos 

personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada 

e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento 

de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, 

calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de los datos 

personales.  



 

EL SUSCRITO, HÉCTOR HERNÁNDEZ ESTRADA, SECRETARIO DE ACUERDOS DEL 

JUZGADO PRIMERO DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA, HACE CONSTAR: --------------------------------------------------------------------------------------- 

 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA 

DE LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR LA PRIMER SECRETARIA DE ACUERDOS, 

ACTUANDO EN FUNCIONES DE JUEZ TITULAR DEL JUZGADO PRIMERO DE FECHA 

CATORCE DE MARZO DE DOS MIL VEINTITRES, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO 290/2021 JP EN LA QUE SE SUPRIMIERON DATOS QUE SE HAN 

CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL 

ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN 

QUE VA EN 28 (VEINTIOCHO) FOJAS ÚTILES.-------------------------------------------------------------------- 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO POR LOS ARTÍCULOS 80, 83, 

FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PUBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL 

DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, ARTICULO 25, FRACCIÓN XV DEL 

REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE 

CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA 

ELABORACIÓN DE VERSIONES PUBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE HACE CONSTAR 

PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE MEXICALI, BAJA 

CALIFORNIA, A VEINTE DE JUNIO DE DOS MIL VEINTITRES, DOY FE.---------------------------------- 

 

 


